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Expediente Nº: E/01949/2018

RESOLUCIÓN DE ARCHIVO DE ACTUACIONES

De  las  actuaciones  practicadas  por  la  Agencia  Española  de  Protección  de
Datos ante la entidad VODAFONE ESPAÑA, S.A.U. en virtud de denuncia presentada
por Dña. A.A.A. y teniendo como base los siguientes

HECHOS

PRIMERO: Con fecha 19 de febrero de 2018, tuvo entrada en esta Agencia escrito de
Dña. A.A.A. (en lo sucesivo la denunciante) contra VODAFONE ESPAÑA, S.A.U. (en
lo sucesivo el denunciado) comunicando que está recibiendo llamadas comerciales del
denunciado  en  las  líneas  ***TELEFONO.1 y  ***TELEFONO.2 a  pesar  de  haber
solicitado la baja desde el 17/08/2016. Indica que ni es ni ha sido nunca cliente de
Vodafone, además de estar en Lista Robinson de ADIGITAL. 

No puede identificar la línea llamante en todas las ocasiones pues a veces se
hace con número oculto, siendo la última en fecha de 15/02/2018 desde el número
963118313.

SEGUNDO: Tras la recepción de la denuncia la Subdirección General de Inspección
de Datos procedió a la realización de actuaciones previas de investigación para el
esclarecimiento de los hechos denunciados, teniendo conocimiento de los siguientes
extremos:

1. Consultada el registro de operadores de la CNMC, consta que respecto de la
línea 963118313 figura como titular de la explotación el denunciado.

2. Solicitada información al denunciado, informan que:

No disponen de datos de la denunciante, dado que no es cliente. Las llamadas
en caso de producirse habrían sido como potencial cliente.

La  numeración  ***TELEFONO.1 no  ha  sido  incluida  en  ninguna  de  las
campañas.  Se  encuentra  en  el  Fichero  Listas  Robinson  de  ADIGITAL y  el
fichero Robinson propio de la entidad desde el mes de diciembre de 2017.

3. Solicitada  información a  ORANGE ESPAGNE SAU,  como operador  que da
servicio  a  las  líneas  de  la  denunciante  donde  afirma  recibir  las  llamadas,
mediante escrito de fecha de entrada de 24/07/2018, informa lo siguiente:

3.1 En sus sistemas consta que las líneas ***TELEFONO.1 y ***TELEFONO.2,
se encuentran asociadas a la denunciante como titular, con fecha de alta el
día 20/12/2013 y 8/10/2015 respectivamente, encontrándose activa en la
actualidad.

3.2 Respecto de la  confirmación de haber  sido dichas líneas receptoras de
llamadas en fechas que van desde el mes de diciembre de 2017 hasta el
15/02/2018, realizadas con origen desde la línea 963118313, indican que
no  hay  constancia  de  recepción  de llamadas entrantes  desde  la  citada
línea.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I

Es competente para resolver la Directora de la Agencia Española de Protección
de Datos, conforme a lo establecido en el artículo 37.d) en relación con el artículo 36,
ambos de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de
Carácter Personal (en lo sucesivo LOPD).

II

El artículo 122.1 del Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre, por el que se
aprueba el Reglamento de desarrollo de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre,
de protección de datos de carácter personal, (RDLOPD en lo sucesivo) establece: “1.
Con  anterioridad  a  la  iniciación  del  procedimiento  sancionador,  se  podrán  realizar
actuaciones  previas  con  objeto  de  determinar  si  concurren  circunstancias  que
justifiquen tal  iniciación. En especial,  estas actuaciones se orientarán a determinar,
con la  mayor precisión posible,  los hechos que pudieran justificar  la  incoación del
procedimiento, identificar la persona u órgano que pudiera resultar responsable y fijar
las circunstancias relevantes que pudieran concurrir en el caso.”

A su vez, el artículo 126.1, apartado segundo, del RDLOPD, establece: “Si de
las  actuaciones no se derivasen hechos susceptibles  de motivar  la  imputación de
infracción alguna, el Director de la Agencia Española de Protección de Datos dictará
resolución de archivo que se notificará al investigado y al denunciante, en su caso.”

III

El artículo 6.1 y 2 de la LOPD, el cual dispone que:

”1. El tratamiento de los datos de carácter personal requerirá el consentimiento
inequívoco del afectado, salvo que la Ley disponga otra cosa”. 

“2. No será preciso el consentimiento cuando los datos de carácter personal se
recojan para el ejercicio de las funciones propias de las Administraciones Públicas en
el  ámbito de sus competencias;  cuando se refieran a las partes de un contrato o
precontrato de una relación negocial, laboral o administrativa y sean necesarios para
su  mantenimiento  o  cumplimiento;  cuando  el  tratamiento  de  los  datos  tenga  por
finalidad  proteger  un  interés  vital  del  interesado  en  los  términos  del  artículo  7,
apartado 6, de la presente Ley, o cuando los datos figuren en fuentes accesibles al
público  y  su  tratamiento  sea  necesario  para  la  satisfacción  del  interés  legítimo
perseguido por el responsable del fichero o por el del tercero a quien se comuniquen
los datos, siempre que no se vulneren los derechos y libertades fundamentales del
interesado”. 

El tratamiento de datos sin consentimiento de los afectados constituye un límite
al  derecho  fundamental  a  la  protección  de  datos.  Este  derecho,  en  palabras  del
Tribunal Constitucional en su Sentencia 292/2000, de 30 de noviembre, Fundamento
Jurídico 7 primer párrafo, “(...) consiste en un poder de disposición y de control sobre
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los  datos  personales  que  faculta  a  la  persona  para  decidir  cuáles  de  esos  datos
proporcionar a un tercero, sea el Estado o un particular, o cuáles puede este tercero
recabar, y que también permite al individuo saber quién posee esos datos personales
y para qué, pudiendo oponerse a esa posesión o uso. Estos poderes de disposición y
control sobre los datos personales, que constituyen parte del contenido del derecho
fundamental a la protección de datos se concretan jurídicamente en la facultad de
consentir la recogida, la obtención y el acceso a los datos personales, su posterior
almacenamiento y tratamiento, así como su uso o usos posibles, por un tercero, sea el
estado o un particular (...)”. 

IV

En el presente caso, practicadas dichas actuaciones previas de investigación, y
a pesar de que en la CNMC consta que el número desde el que la denunciante indica
se realizó la llamada publicitaria denunciada es del denunciado.

Solicitada  información  a  la  compañía  Orange  que  presta  los  servicios  de
telefonía a la denunciante, dicha compañía ha comunicado respecto de la confirmación
de haber sido dichas líneas receptoras de llamadas en fechas que van desde el mes
de  diciembre  de  2017  hasta  el  15/02/2018,  realizadas  con  origen  desde  la  línea
963118313, indican que no hay constancia de recepción de llamadas entrantes desde
la citada línea.

En  consecuencia,  como  resultado  de  dichas  actuaciones  previas  de
investigación no ha podido confirmarse la recepción de la llamada entrante objeto de
denuncia en los teléfonos indicados por la denunciante, teléfonos que figuran inscritos
en el Servicio Lista Robinson de ADIGITAL. 

Sentado  lo  cual,  debe  señalarse  que  en  nuestro  Derecho  Administrativo
sancionador rige el principio de presunción de inocencia reconocido en el artículo 24.2
de la Constitución Española, de modo que el ejercicio de la potestad sancionadora del
Estado, en sus diversas manifestaciones, está condicionado al juego de la prueba y a
un procedimiento contradictorio en el que puedan defenderse las propias posiciones.
El principio de presunción de inocencia impide imputar una infracción administrativa
cuando  no  se  haya  obtenido  y  constatado  una  prueba  de  cargo  que acredite  los
hechos  que  motivan  la  imputación  o  la  intervención  en  los  mismos  del  presunto
infractor.

El  Tribunal  Constitucional  (SSTC  131/2003  y  242/205,  por  todas)  se  ha
pronunciado en ese sentido al indicar que una de las exigencias inherentes al derecho
a la  presunción  de inocencia  es  que  la  sanción  esté  fundada  en  actos  o  medios
probatorios de cargo o incriminadores de la conducta imputada y que recae sobre la
Administración  pública  actuante  la  carga  probatoria  de  la  comisión  del  ilícito
administrativo y de la participación en él del denunciado. 

Por su parte, el artículo 28.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen
Jurídico  del  Sector  Público  establece  como  uno  de  los  principios  de  la  potestad
sancionadora el de la “Responsabilidad”, determinando al respecto que: 

“Sólo  podrán  ser  sancionadas  por  hechos  constitutivos  de  infracción
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administrativa  las  personas  físicas  y  jurídicas,  así  como,  cuando  una  Ley  les
reconozca capacidad de obrar, los grupos de afectados, las uniones y entidades sin
personalidad  jurídica  y  los  patrimonios  independientes  o  autónomos,  que  resulten
responsables de los mismos a título de dolo o culpa”.

En  esta  misma  línea  el  artículo  53.2  la  ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, establece que:
“Además  de  los  derechos  previstos  en  el  apartado  anterior,  en  el  caso  de
procedimientos  administrativos  de  naturaleza  sancionadora,  los  presuntos
responsables,  tendrán  los  siguientes  derechos:  (…)  b)  A  la  presunción  de  no
existencia de responsabilidad administrativa mientras no se demuestre lo contrario”.

En  atención  a  lo  expuesto,  habida  cuenta  de  que  no  existen  elementos
probatorios o indicios razonables que permitan determinar la  responsabilidad de la
entidad denunciada en la realización de la llamada publicitaria no deseada estudiada,
procede acordar el archivo de las actuaciones de investigación practicadas. 

Por  lo  tanto,  de  acuerdo  con  lo  señalado,  por  la  Directora  de  la  Agencia
Española de Protección de Datos, 

SE ACUERDA:

 PROCEDER AL ARCHIVO de las presentes actuaciones.

 NOTIFICAR la presente Resolución a VODAFONE ESPAÑA, S.A.U. y a Dña.
A.A.A..

De conformidad con lo establecido en el apartado 2 del artículo 37 de la LOPD,
en la redacción dada por el artículo 82 de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de
medidas fiscales, administrativas y del orden social, la presente Resolución se hará
pública, una vez haya sido notificada a los interesados.  La publicación se realizará
conforme a lo previsto en la Instrucción 1/2004, de 22 de diciembre, de la Agencia
Española de Protección de Datos sobre publicación de sus Resoluciones y con arreglo
a lo dispuesto en el artículo 116 del Reglamento de desarrollo de la LOPD aprobado
por el Real Decreto 1720/2007, de 21 diciembre.

Contra esta resolución, que pone fin a la vía administrativa (artículo 48.2 de la
LOPD),  y  de conformidad con lo  establecido en los artículos 112 y 123 de la  Ley
39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las
Administraciones  Públicas,  los  interesados  podrán  interponer,  potestativamente,
recurso de reposición ante la Directora de la Agencia Española de Protección de Datos
en  el  plazo  de  un  mes  a  contar  desde  el  día  siguiente  a  la  notificación  de  esta
resolución  o  directamente  recurso  contencioso  administrativo  ante  la  Sala  de  lo
Contencioso-administrativo de la Audiencia Nacional, con arreglo a lo dispuesto en el
artículo 25 y en el apartado 5 de la disposición adicional cuarta de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, en el plazo de
dos meses a contar desde el día siguiente a la notificación de este acto, según lo
previsto en el artículo 46.1 del referido texto legal.

Mar España Martí
Directora de la Agencia Española de Protección de Datos 
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